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Capítulo 8  
Los tratados regionales 
de derechos humanos 
y su vigilancia
Además del sistema de protección de los derechos 
humanos basado en la Carta de las Naciones Unidas, 
que se aplica a todos los Estados, y del sistema de 
protección basado en tratados de las Naciones Unidas, 
que se aplica solamente a los Estados Partes, muchos Estados de África, las Américas, 
la región árabe y Europa han contraído también obligaciones jurídicas en materia de 
derechos humanos en el nivel regional y han aceptado la supervisión internacional. Aún 
no se ha adoptado ningún tratado regional de derechos humanos ni mecanismo de 
vigilancia en la región de Asia y el Pacífico, pero se ha iniciado un proceso dentro de la 
Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN) para institucionalizar un enfoque 
regional a los derechos humanos.

África

En 1981, los Estados Miembros de la Organización de la Unidad Africana, que más 
adelante se convirtió en la Unión Africana (UA), adoptaron la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos, que entró en vigor en octubre de 1986. A fecha 
de marzo de 2016, la Carta ha sido ratificada por todos los Estados Miembros de la 
Unión Africana excepto Sudán del Sur. Como implica su título, este tratado regional, 
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además de varios derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, también 
consagra derechos colectivos de los pueblos a la igualdad, la libre determinación, 
la libre disposición de su riqueza y sus recursos naturales, el desarrollo, la paz y la 
seguridad nacionales e internacionales y “un entorno general satisfactorio”. Además de 
la Carta, la Unión Africana ha adoptado tratados en los ámbitos de la protección de los 
refugiados y los derechos de las mujeres y los niños.

La Carta Africana prevé un procedimiento de denuncias ante la Comisión Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos cuya sede se encuentra en Banjul (Gambia). 
Las denuncias (o “comunicaciones”) pueden ser presentadas por cualquier persona 
o entidad (incluidos los Estados, que pueden presentar denuncias entre Estados, y 
cualquier entidad individual o colectiva, como ONG, familias, clanes, comunidades 
u otros grupos). Si se presentan una o más comunicaciones ante la Comisión, que 
indican la existencia de un cuadro de violaciones graves o generalizadas de derechos 
humanos y de los pueblos, la Comisión puede notificar a la Asamblea de Jefes de 
Estado y de Gobierno, órgano político supremo de la UA, que a su vez puede solicitar 
a la Comisión que realice un estudio en profundidad de la situación. Además de este 
procedimiento de denuncias, la Comisión también examina informes de los Estados 
con arreglo a un procedimiento análogo al que siguen los órganos de las Naciones 
Unidas establecidos en virtud de tratados. Cuenta con diversos mecanismos especiales 
tales como relatores especiales, grupos de trabajo y comités encargados de investigar y 
elaborar informes sobre cuestiones concretas de derechos humanos.

El 25 de enero de 2004 entró en vigor un Protocolo Facultativo de la Carta Africana 
adoptado en 1998, en el que se dispone el establecimiento de una Corte Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos. Después de comenzar su funcionamiento en 
noviembre de 2006 en Addis Abeba (Etiopía), la Corte trasladó su sede permanente 
a Arusha (República Unida de Tanzania) en agosto de 2007. Los dictámenes de la 
Corte, al contrario que los de la Comisión, son vinculantes para las partes. La Corte 
puede aceptar denuncias relacionadas con vulneraciones de la Carta Africana y de 
otros tratados pertinentes de derechos humanos presentadas por una variedad de 
denunciantes: la Comisión; los Estados Partes contra los que se ha presentado una 
denuncia en la Comisión; los Estados Partes en los que uno o más de sus ciudadanos 
afirman ser víctimas de violaciones de los derechos humanos; organizaciones 
intergubernamentales africanas; personas particulares, y ONG con condición de 
observadoras ante la Comisión Africana. No obstante, las denuncias individuales y 
de ONG sólo son admisibles si el Estado concernido ha aceptado la jurisdicción de la 
Corte para recibir denuncias. Además de su “jurisdicción contenciosa” (competencia 
para aceptar casos entre dos partes), el Tribunal también es competente para emitir 
opiniones consultivas que interpretan la Carta Africana y otros instrumentos pertinentes 
de derechos humanos vinculantes para los Estados miembros, así como evaluar la 
compatibilidad de la legislación nacional con estos instrumentos.

La Corte fue establecida en virtud del artículo 1 del Protocolo de la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos, relativo al Establecimiento de la Corte Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos (el Protocolo), y adoptado por los Estados 
Miembros de la entonces Organización de la Unidad Africana (OUA) en Ouagadougou 
(Burkina Faso) en junio de 1998. El Protocolo entró en vigor el 25 de enero de 2004, 
después de haber sido ratificado por más de 15 países. El Tribunal emitió su primer 
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dictamen en 2009 tras recibir una denuncia con fecha de 11 de agosto de 2008 
contra la República del Senegal. Hasta enero de 2016, había recibido 74 denuncias de 
particulares y ONG. Sin embargo, la mayoría de estas denuncias fueron desestimadas 
por falta de jurisdicción, ora porque el Estado contra el que se exponía el caso no 
había ratificado el protocolo, ora porque el Estado contra el cual se había presentado 
la denucnia no había aceptado la jurisdicción de la Corte para recibir casos de ONG o 
particulares. En febrero de 2016, sólo siete de los Estados Partes del Protocolo habían 
realizado la declaración reconociedo la competencia del Tribunal para recibir casos de 
ONG y particulares.

En julio de 2008, la UA fusionó la Corte Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos y la Corte Africana de Justicia para formar un nuevo tribunal regional: la Corte 
Africana de Justicia y Derechos Humanos. Además, adoptó un Protocolo sobre el 
Estatuto de la nueva Corte pero, a fecha de julio de 2016, sólo cinco Estados (Benin, 
Burkina Faso, Congo, Libia y Mali) lo habían ratificado (de las quince ratificaciones 
necesarias para que el Protocolo entre en vigor).

La Corte de Justicia de la Comunidad Económica de los Estados de África Occidental 
(CEDEAO), además del mandato general de asegurar la observancia de los principios 
y leyes de la CEDEAO, ostenta un mandato particular de proteger los derechos 
humanos. Tras la adopción de un Protocolo Complementario en 2005, la jurisdicción 
de la Corte se amplió para poder aceptar denuncias individuales de presuntas 
violaciones de derechos humanos que hayan tenido lugar en cualquier Estado Miembro 
de la CEDEAO. Al contrario de la Corte y la Comisión Africanas, no se requiere el 
agotamiento de los recursos nacionales para poder traer los casos ante ésta.

El Tribunal de Justicia de África Oriental, el brazo judicial de la Comunidad de África 
Oriental, se hizo operativo en 2001, siendo su jurisdicción la interpretación y aplicación 
del tratado por el que se establece la Comunidad de África Oriental. Los Miembros de 
la Comunidad pueden decidir adoptar un Protocolo por el que se amplíe la jurisdicción 
del Tribunal para incluir cuestiones relacionadas con los derechos humanos.

La Comunidad de África Meridional para el Desarrollo (SADC) también cuenta con un 
órgano judicial: el Tribunal de la SADC, establecido en 1992. Aunque no se trata de un 
tribunal de derechos humanos per se, este Tribunal tiene jurisdicción sobre cuestiones 
de derechos humanos y ha aceptado diversos casos en este ámbito.

Las Américas

El sistema interamericano para la protección de los derechos humanos comprende dos 
procesos bien diferenciados, basados por un lado en la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) y por otro lado en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (también conocida como Pacto de San José). Mientras que el proceso 
basado en la Carta es aplicable a todos los Estados Miembros de la OEA, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos es jurídicamente vinculante sólo para los Estados 
Partes. La Convención, adoptada en 1969 y en vigor desde 1978, se centra en los 
derechos civiles y políticos, pero se ve complementada por un Protocolo Adicional 
(adoptado en 1988 y en vigor desde 1999) que recoge derechos económicos, sociales y 
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culturales (el Protocolo de San Salvador). Además, la OEA ha adoptado tratados 
especiales sobre desapariciones forzosas, tortura, violencia contra la mujer, trata 
internacional de menores y discriminación contra las personas con discapacidades.

La Convención prevé un procedimiento de denuncias entre Estados y de denuncias de 
particulares ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), un órgano 
cuasijudicial de vigilancia con sede en Washington D. C., y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH), situada en San José (Costa Rica). A fecha de marzo de 
2016, de los 35 Estados Miembros de la OEA, sólo 23 son partes en la Convención y 
19 han reconocido la jurisdicción de la Corte. Para los Estados que no han ratificado la 
Convención (o que se han retirado, como Trinidad y Tobago y la República Bolivariana 
de Venezuela) sólo se aplica el sistema basado en la Carta (ante la CIDH).

La inmensa mayoría de las miles de peticiones que se presentan con arreglo a este 
sistema son examinadas solamente por la CIDH, que o las declara inadmisibles o facilita 
una solución amistosa o publica sus conclusiones sobre el fondo de la cuestión en un 
informe que incluye recomendaciones no vinculantes. Los propios denunciantes no 
tienen derecho a presentar sus casos directamente ante la Corte IDH; sólo los Estados 
interesados y la CIDH pueden hacerlo. En la mayoría de los casos remitidos a la Corte, 
a los Estados en cuestión se les ha declarado responsables de violaciones graves y 
sistemáticas de los derechos humanos (inclusive torturas, ejecuciones arbitrarias y 
desapariciones forzosas) y se les ha ordenado asegurar la adopción de medidas de 
reparación que van más allá de la indemnización monetaria, como las garantías de no 
repetición, a las víctimas y sus familias.

Al igual que la Corte Africana, la Corte IDH también está facultada para emitir opiniones 
consultivas en las que se interpretan los tratados internacionales de derechos humanos 
(especialmente la Convención Americana de Derechos Humanos) y evaluar la 
compatibilidad de la legislación interna con esos tratados.

La Corte de Justicia del Caribe se inauguró en 2005. Aunque su sede se encuentra 
en Puerto España (Trinidad y Tobago), también realiza audiencias en otras partes 
contratantes. La Corte tiene tanto un órgano de primera instancia como otro de 
segunda instancia y actúa como tribunal superior de apelación para los miembros que 
han reconocido su jurisdicción en su legislación nacional. Asimismo, la Corte tiene 
competencia para considerar cuestiones relacionadas con el Mercado Común del 
Caribe, además de casos que afectan al medio ambiente y los derechos humanos.

Región árabe

En mayo de 2004, la Liga de los Estados Árabes adoptó la Carta Árabe de Derechos 
Humanos, que entró en vigor en marzo de 2008. La Carta revisada reemplaza a la 
anterior Carta Árabe de Derechos Humanos que fue adoptada en septiembre de 1994, 
pero no fue ratificada por ninguno de los Estados Miembros de la Liga de los Estados 
Árabes. El proceso de revisar la Carta fue respaldado por el ACNUDH, que constituyó 
un equipo de redacción compuesto por expertos árabes en derechos humanos, 
designados de entre los miembros de los órganos de tratados de las Naciones Unidas. 
Con posterioridad, la propuesta del Comité de Expertos fue modificada y adoptada 
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por la Comisión de Derechos Humanos de los Estados Árabes (CDHEA), también 
conocida como Comité Permanente Árabe para los Derechos Humanos o Comisión 
Árabe Permanente sobre los Derechos Humanos. La CDHEA fue establecida en 1968 
como órgano de derechos humanos permanente de la Liga de los Estados Árabes, 
y está compuesta por representantes de cada Estado Miembro. Desde 2003, las 
organizaciones de la sociedad civil pueden obtener la condición de observadoras en 
la Comisión. Más allá de su papel decisivo en la adopción de las versiones original y 
revisada de la Carta Árabe, la CDHEA se ha mantenido activa en la denuncia de las 
violaciones de los derechos humanos en algunos estados árabes, ha considerado un 
plan de acción para educar sobre derechos humanos en el mundo árabe y ha revisado 
acuerdos dentro de la Liga de los Estados Árabes a la luz de la Carta Árabe revisada.

La Carta Árabe actual se basa en su predecesora y contiene la lista más exhaustiva de 
derechos no sujetos a derogación que se puede encontrar en cualquier instrumento 
regional de derechos humanos. La Carta actual es mucho más avanzada que la versión 
anterior en relación con cuestiones como los estados de emergencia, las garantías de 
un juicio imparcial, la esclavitud, la violencia sexual, los derechos de las personas con 
discapacidad y la trata de personas. La Carta revisada también reconoce el derecho al 
desarrollo1, además de diversos derechos de los niños y niñas2, y afianza el principio de 
que todos los derechos humanos son “universales, indivisibles e interdependientes y 
están relacionados entre sí”3.

La Carta Árabe prevé un Comité de Derechos Humanos para vigilar la aplicación 
de la Carta por parte de los Estados, mediante informes de los Estados, y presentar 
recomendaciones ante el Consejo de la Liga de los Estados Árabes. Este Comité 
de Derechos Humanos está compuesto por siete expertos en derechos humanos y 
funciona de forma similar al Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
aunque no tiene competencia para recibir denuncias individuales. El artículo 52 de la 
Carta Árabe prevé la posibilidad de adoptar protocolos a la Carta para establecer un 
mecanismo de denuncias individuales en el futuro.

La Organización de Cooperación Islámica (OCI) cuenta con una Comisión Permanente 
Independiente de Derechos Humanos (CPIDH), que se reunió por primera vez en 2012. 
La CPIDH tiene su sede en Jeddah, Arabia Saudita, y está compuesta por 18 expertos 
independientes que brindan asesoramiento jurídico e información a los miembros, a la 
vez que realizan investigaciones y formulan recomendaciones a la OCI. La CPIDH no 
recibe denuncias individuales, pero actúa con capacidad coordinadora y consultiva, 
con la intención de promover la cooperación sobre cuestiones de derechos humanos 
entre la OCI, sus miembros, la sociedad civil y los mecanismos internacionales de 
derechos humanos.

1	 Art. 37, Carta Árabe de Derechos Humanos (adoptada el 23 de mayo de 2004 y en vigor desde el 15 de 
marzo de 2008).

2	 Ibid., arts. 17, 33 y 34.

3	 Ibid., art. 1 4).
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Asia y el Pacífico

Aunque no existe ningún convenio regional de derechos humanos, los países de Asia y 
el Pacífico se han centrado en el fortalecimiento de la cooperación regional, también a 
través del ACNUDH, para promover el respeto de los derechos humanos. Los Estados 
que han participado en una serie de talleres regionales en Asia y el Pacífico durante los 
últimos veinte años han elaborado un marco de cooperación.

La Asociación de Naciones de Asia Sudoriental (ASEAN) dio un importante paso hacia 
un sistema regional de derechos humanos en Asia. En octubre de 2009, la ASEAN 
estableció una Comisión Intergubernamental sobre los Derechos Humanos (AICHR). Su 
mandato se encuentra limitado a elaborar estrategias para aumentar el conocimiento 
sobre la aplicación efectiva de las obligaciones de los Estados Miembros en materia 
de derechos humanos y fomentarla. Con este fin, la Comisión recibió el mandato de 
elaborar una Declaración de Derechos Humanos de la ASEAN, que fue adoptada en la 
21a Cumbre de la ASEAN en Phnom Penh (Camboya, noviembre de 2012). No obstante, 
la Declaración ha recibido numerosas críticas por su reducida referencia a las normas 
internacionales de derechos humanos y por no haber incluido consultas significativas 
con la sociedad civil durante el proceso de redacción. También se han adoptado otros 
instrumentos regionales con componentes de derechos humanos, como la Convención 
contra la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, adoptada en Kuala Lumpur 
(Malasia) en noviembre de 2015 aunque no ha entrado en vigor (a fecha de marzo 
de 2016).

La Asociación de Asia Meridional para la Cooperación Regional (SAARC) ha adoptado 
varias convenciones que abordan cuestiones de derechos humanos, como la trata de 
mujeres, niños y niñas, el bienestar del niño y la niña y la represión del terrorismo.

No existe ningún órgano o instrumento subregional de derechos humanos como 
tal en el Pacífico, pero este tema ha sido debatido en los últimos años. El Foro de 
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de la Región de Asia y el Pacífico (APF) 
es una organización regional clave. Sus miembros son INDH de la región que cumplen 
las normas internacionales establecidas en los Principios de París.

Europa

Consejo de Europa

El Consejo de Europa4 se estableció tras la Segunda Guerra Mundial. Es una 
organización internacional compuesta por 47 Estados Miembros. Sus objetivos 
primordiales son promover la democracia y proteger los derechos humanos y el 

4	 El Consejo de Europa es distinto del Consejo Europeo (una institución europea compuesta por Jefes de 
Estado o Gobierno de los Estados Miembros de la Unión Europea) y del Consejo de la Unión Europea 
(uno de los dos órganos normativos de la UE, compuesto por los ministros de cada Estado Miembro con 
responsabilidad sobre un área determinado).
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estado de derecho en Europa. En cuanto fue establecido en 1949, el Consejo comenzó 
a elaborar el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales (CEDH), que fue firmado en 1950 y entró en vigor en 1953. 
El Convenio Europeo y sus Protocolos Adicionales constituyen un tratado general de 
derechos humanos centrado en los derechos civiles y políticos. Los derechos sociales, 
económicos y culturales están consagrados en la Carta Social Europea (1961-1965) y 
sus Protocolos Adicionales y revisiones (la Carta Social Europea Revisada, 1996-1999, 
que está reemplazando gradualmente a la Carta original). Además, el Consejo de 
Europa ha adoptado tratados especiales en los ámbitos, entre otros, de la protección 
de datos, los trabajadores migratorios, las minorías, la prevención de la tortura, la 
biomedicina, la trata de personas y la violencia contra las mujeres.

Hoy en día el CEDH prevé el sistema más avanzado de vigilancia de los derechos 
humanos a nivel regional. En virtud del artículo 34 del CEDH, cualquier persona, 
ONG o grupo de personas que afirmen ser víctimas de una violación de los derechos 
humanos garantizados en el CEDH y sus protocolos, tiene derecho, una vez agotadas 
todas las vías internas de recurso disponibles, a presentar una denuncia ante el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, con sede en Estrasburgo (Francia), el único tribunal 
de derechos humanos con magistrados profesionales a tiempo completo. Si determina 
que se ha cometido una violación, el Tribunal puede conceder reparación a la parte 
perjudicada. Sus dictámenes son finales y jurídicamente obligatorias para los Estados 
Partes. La aplicación del CEDH es supervisada por el Comité de Ministros, órgano 
político supremo del Consejo de Europa. El Tribunal recibe aproximadamente 65.000 
denuncias cada año y tiene cada vez más dificultades para gestionar este inmenso 
volumen de casos. El Protocolo N° 14, que entró en vigor en junio de 2010, tiene 
por objeto abordar esta cuestión y garantizar la eficiencia a largo plazo del Tribunal, 
mediante la optimización de un proceso de filtrado y procesamiento de las denuncias, 
de forma que los casos más sencillos puedan ser vistos por un solo magistrado o 
un grupo de tres magistrados, y que los mandatos de los magistrados se extiendan 
a nueve años sin la posibilidad de reelección. Otras reformas introducidas en los 
Protocolos 15 y 16 (2013) amplían el rol de los tribunales nacionales y habilitan a los 
tribunales nacionales de segunda instancia para que soliciten opiniones consultivas 
del Tribunal acerca de cuestiones de principios relacionadas con la interpretación o 
aplicación de los derechos y libertadas consagradas en el Convenio Europeo (CEDH).

De acuerdo con un Protocolo de la Carta Social Europea que entró en vigor en 
1998, algunas organizaciones5 pueden presentar denuncias ante el Comité Europeo 
de Derechos Sociales. Una vez que una denuncia se considera admisible se inicia un 
procedimiento que lleva a una decisión del Comité acerca del fondo de la cuestión. 
La decisión es comunicada a las partes interesadas y al Comité de Ministros en un 
informe, que se hace público en un plazo de cuatro meses. Por último, el Comité de 

5	 Las organizaciones autorizadas a presentar denuncias son: la Confederación Europea de Sindicatos 
(CES), BusinessEurope (anteriormente Unión de Confederaciones de la Industria y de los Empleadores de 
Europa) y la Organización Internacional de Empleadores (OIE). También pueden hacerlo las organizaciones 
no gubernamentales con estado participativo en el Consejo de Europa, así como las organizaciones de 
empleadores y los sindicatos. Por último, los Estados pueden acordar permitir que las ONG nacionales 
presenten denuncias contra ellos. Véase el artículo 1, Protocolo Adicional a la Carta Social Europea que prevé 
un sistema de reclamaciones colectivas (abierto para la firma el 9 de noviembre de 1995, entrada en vigor el 
1 de julio de 1998).
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Ministros adopta una resolución, en la que puede recomendar que el Estado de que se 
trate adopte medidas concretas para velar por que la situación vuelva a ser conforme 
con la Carta.

El Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes, que entró en vigor en febrero de 1989, estableció el 
Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos 
o Degradantes (CPT). El CPT está compuesto por expertos independientes de cada 
Estado Parte, que realizan visitas periódicas, sin anunciar y sin supervisión, a todos 
los centros de detención con miras a prevenir la tortura y otros malos tratos. Desde 
su establecimiento, el Comité ha realizado más de 400 visitas y publicado más de 
300 informes.

En 1994, el Consejo de Europa estableció la Comisión Europea contra el Racismo 
y la Intolerancia (ECRI) como órgano de vigilancia independiente para combatir el 
racismo, la xenofobia, el antisemitismo y la intolerancia.

En 1999, el Consejo de Europa estableció la institución independiente de un 
Comisionado para los Derechos Humanos, con el mandato de promover el 
conocimiento sobre los derechos humanos y su respeto en los 47 Estados Miembros 
del Consejo. En su labor, el Comisionado entabla un diálogo permanente con los 
Estados Miembros, realiza visitas a los países, formula recomendaciones temáticas y 
promueve el desarrollo de estructuras nacionales de derechos humanos.

Unión Europea

Con la adopción del Tratado de la Unión Europea (Maastricht, 1992), “los derechos 
fundamentales tal como están garantizados en el CEDH y como resultado de las 
tradiciones constitucionales comunes a los Estados Miembros” se convirtieron en 
principios generales del derecho comunitario. En 1997, el Tratado de Ámsterdam 
consagró los derechos humanos como principios fundacionales de la UE. En 2000, 
los Estados Miembros de la UE firmaron la Carta de los Derechos Fundamentales, 
que, desde su inclusión en el Tratado de Lisboa (artículos 1 y 7 del tratado) se han 
convertido en jurídicamente vinculantes, no sólo para las instituciones de la Unión, 
sino también para los Estados Miembros que aplican el derecho de la Unión Europea. 
La Carta abarca los derechos civiles y políticos, además de sociales, económicos 
y culturales, y contiene algunas garantías específicas, por ejemplo las relativas a la 
bioética y la protección de datos. Con arreglo al Artículo 53 de la Carta, los derechos 
fundamentales consignados en el CEDH constituyen una norma mínima, aunque los 
Estados Miembros pueden ofrecer una protección más allá de lo que se estipula en 
el Convenio. Además, nada de lo que se encuentre en la Carta debe interpretarse 
como restrictivo de esos derechos. En principio, todas las instituciones de la Unión 
Europea están involucradas en la protección de los derechos humanos conforme a 
sus mandatos específicos. La Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea, establecida en 2007, ostenta el mandato de asesorar a los órganos de la 
Unión y a los Estados Miembros en cuanto al respeto de los derechos humanos al 
aplicar el derecho comunitario.
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Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE)

La OSCE es la organización de seguridad regional más grande del mundo que 
se encuentra activa en la promoción y la protección de los derechos humanos, 
especialmente la libertad de circulación y de religión, los derechos de las minorías, las 
elecciones libres e imparciales y la prevención de la trata de personas. La OSCE vigila 
las situaciones de derechos humanos en los Estados participantes y elabora informes 
al respecto; además, brinda capacitación a sus administraciones. Sus instituciones 
especializadas incluyen la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos, 
la Oficina del Representante Especial y Coordinadora para la Lucha contra la Trata 
de Personas, el Representante para la Libertad de los Medios de Comunicación y el 
Alto Comisionado para las Minorías Nacionales. La OSCE realiza misiones sobre el 
terreno de larga duración, especializadas en la promoción de los derechos humanos 
y la democratización en países que salen de situaciones de conflicto, como Bosnia y 
Herzegovina y Kosovo.

Recuadro 29	 Tratados regionales de derechos humanos

Consejo de Europa, Unión Europea

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales (1950-1953)6 y Protocolos Adicionales

Carta Social Europea (1961-1965), Protocolos Adicionales y Carta Social Europea 
Revisada (1996-1999)

Convenio Europeo relativo al Estatuto del Trabajador Migrante (1977-1983)

Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes (1987-1989)

Carta Europea de las Lenguas Regionales o Minoritarias (1992-1998)

Convenio Marco para la protección de las minorías nacionales (1995-1998)

Convenio Europeo sobre el ejercicio de los derechos del niño (1996-2000)

Convenio relativo a los derechos humanos y la biomedicina (1997-1999)

Convenio Europeo sobre la Nacionalidad (1997-2000)

Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2000)

Convenio del Consejo de Europa sobre la Lucha contra la Trata de Seres Humanos 
(2005-2008)

Convenio del Consejo de Europa para la protección de los niños contra la 
explotación y el abuso sexual (Convenio de Lanzarote) (2007-2010)

6	 La primera fecha que aparece después de cada tratado hace referencia a la fecha en que el tratado fue 
adoptado; la segunda fecha corresponde a la entrada en vigor del tratado (tras haber sido ratificado por el 
número requerido de Estados Miembros).
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Convenio del Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha contra la Violencia 
contra la Mujer y la Violencia Doméstica (Convenio de Estambul) (2011-2014)

Organización de los Estados Americanos

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969-1978) y Protocolos 
Adicionales (sobre los derechos económicos, sociales y culturales y la abolición de 
la pena de muerte)

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (1985-1987)

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (1994-1995)

Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas 
(1994‑1996)

Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores (1994-1997)

Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad (1999-2001)

Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas de Intolerancia (2013-2013)

Convención Interamericana contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia 
(2013-2013)

Unión Africana (antes Organización de la Unidad Africana)

Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (1981-1986)

Convención que regula los aspectos propios de los problemas de los refugiados 
en África (1969-1974)

Convención sobre los derechos y el bienestar del niño africano (1990-1999)

Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos Relativo a 
los Derechos de la Mujer en África (Protocolo de Maputo), (2003-2005)

Carta Africana de los Jóvenes (2006-2009)

Carta Africana de la Democracia, las Elecciones y la Gobernanza (2007-2012)

Convención de la Unión Africana para la Protección y la Asistencia de los 
Desplazados Internos en África (Convención de Kampala) (2009-2012)

Lecturas complementarias

–	 The European Union and International human rights law, Oficina regional del ACNUDH para Europa.




